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                  T.D: 1236961                        

OPINIÓN Nº 096-2011/DTN

Entidad:
Superintendencia Nacional de los Registros Públicos - SUNARP  
Asunto:                     
Arrendamiento de bienes inmuebles y resolución unilateral del contrato 
Referencia:                 Oficio Nº 738-2011/Z.R.Nº XII-JEF del 22.SET.2011

1. ANTECEDENTES
Mediante el documento de la referencia, el Jefe Zonal de la Zona Registral Nº XII de la SUNARP, consulta sobre el derecho de resolver unilateralmente los contratos de arrendamiento de bienes inmuebles, en el marco de la normativa de contrataciones del Estado.
Antes de iniciar el desarrollo del presente análisis, es necesario precisar que las consultas que absuelve este Organismo Supervisor son aquellas referidas al sentido y alcance de la normativa de contrataciones del Estado, planteadas sobre temas genéricos y vinculados entre sí, sin hacer alusión a asuntos concretos o específicos, de conformidad con lo dispuesto por el literal i) del artículo 58 de la Ley de Contrataciones del Estado, aprobada mediante Decreto Legislativo Nº 1017 (en adelante, la “Ley”), y la Segunda Disposición Complementaria Final del Reglamento, aprobado mediante Decreto Supremo Nº 184-2008-EF (en adelante, el “Reglamento”).
En ese sentido, las conclusiones de la presente opinión no se encuentran vinculadas necesariamente a situación particular alguna.
2. CONSULTA Y ANÁLISIS
La consulta formulada es la siguiente:

 “¿Es necesario que para la aplicación del inciso 4 del artículo 150 del Reglamento, respecto a la resolución unilateral del contrato antes del vencimiento del plazo, que dicha condición o circunstancia conste en el contrato de manera expresa o es suficiente que esté contenido en el Reglamento para su aplicación?” 

Sobre el particular, corresponde indicar lo siguiente:

2.1. Con la finalidad de lograr el mayor grado de eficacia en las contrataciones públicas – esto es, que las Entidades obtengan los bienes, servicios u obras necesarios para el cumplimiento de sus funciones, al menor precio y con la mejor calidad, de forma oportuna – y la observancia de principios básicos que aseguren la transparencia en las transacciones, la imparcialidad de la Entidad, la libre concurrencia de proveedores, así como el trato justo e igualitario
, el artículo 76 de la Constitución Política del Perú dispone que la contratación de bienes, servicios u obras con cargo a fondos públicos se efectúe, obligatoriamente, por licitación o concurso, de acuerdo con los procedimientos y requisitos señalados en la ley.
De esta manera, la Ley es la norma que desarrolla el citado precepto constitucional, y, conjuntamente con su Reglamento y las Directivas emitidas por el OSCE, constituyen la normativa de contrataciones del Estado que deben observar las Entidades en las contrataciones que lleven a cabo erogando fondos públicos.
2.2. Ahora bien, el artículo 1 de la Ley establece que: “La presente norma contiene las disposiciones y lineamientos que deben observar las Entidades del Sector Público en los procesos de contrataciones de bienes, servicios u obras y regula las obligaciones y derecho que se derivan de los mismos.” (El subrayado es agregado).
Asimismo, el primer párrafo del artículo 5 de la Ley establece que: “El presente Decreto Legislativo y su Reglamento prevalecen sobre las normas de derecho público y sobre aquellas de derecho privado que le sean aplicables”.   
Como se advierte, la normativa de contrataciones del Estado está conformada por normas imperativas
; es decir, que sus disposiciones no pueden dejar de cumplirse o dejar de observase por voluntad de los sujetos bajo su ámbito de aplicación.
Así, en el marco de la normativa de contrataciones del Estado, la relación contractual entre una Entidad y un proveedor, que surge a partir de la celebración de un contrato, se encuentra expresamente regulada, desde su perfeccionamiento y ejecución, hasta su culminación; en esa medida, las disposiciones que regulan la ejecución contractual rigen independientemente de si se encuentran consignadas o no en el documento que contiene el contrato celebrado, justamente en atención al carácter imperativo que ostenta la normativa de contrataciones del Estado. 
2.3. En relación con la vigencia de los contratos en el marco de la normativa de contrataciones del Estado, debe indicarse que el artículo 149 del Reglamento establece que el contrato tiene vigencia desde el día de la suscripción del documento que lo contiene o desde la recepción de la orden de compra o servicio, según corresponda.
Asimismo, como regla general, del artículo 12 de la Ley
 se desprende que la vigencia y ejecución de un contrato debe corresponder a un ejercicio presupuestal, que en nuestro país abarca del 1 de enero al 31 de diciembre de cada año.

No obstante, la normativa de contrataciones del Estado establece supuestos por los cuales un contrato puede tener una vigencia que abarque más de un ejercicio presupuestal, estos supuestos se encuentran regulados en el artículo 150 del Reglamento. 
Así, en el numeral 4) del artículo 150 del Reglamento se establece que: “Cuando se trate del arrendamiento de bienes inmuebles, el plazo podrá ser hasta por un máximo de tres (3) años prorrogables en forma sucesiva por igual o menor plazo; reservándose la Entidad el derecho de resolver unilateralmente el contrato antes del vencimiento previsto, sin reconocimiento de lucro cesante ni daño emergente, sujetándose los reajustes que pudieran acordarse al índice de Precios al Consumidor que establece el Instituto Nacional de Estadística e Informática – INEI”. (El subrayado es agregado).
Como se observa, en el caso de los contratos de arrendamiento de bienes inmuebles, el plazo de ejecución contractual puede ser fijado hasta por un máximo de tres (3) años, prorrogables en forma sucesiva por igual o menor plazo. 
En este supuesto, la Entidad tiene el derecho de resolver unilateralmente el contrato antes de su vencimiento. Este derecho asiste a la Entidad, y lo puede ejercitar, se encuentre o no incluido en el texto del contrato o prórroga celebrada, pues su reconocimiento no depende del acuerdo entre las partes, sino de la norma legal, la cual, como hemos mencionado, en materia de contrataciones del Estado es imperativa.
3. CONCLUSIÓN
En el caso de los contratos de arrendamiento de bienes inmuebles, la Entidad tiene el derecho de resolver unilateralmente el contrato antes de su vencimiento, derecho que puede ser ejercido por la Entidad independientemente de si se encuentra o no considerado en el texto del contrato o prórroga celebrada, pues su reconocimiento no depende del acuerdo entre las partes, sino de la norma legal – numeral 4) del artículo 150 del Reglamento – la cual, en materia de contrataciones del Estado es imperativa.  
Jesús María, 24 de noviembre de 2011
RENATO CAPPELLETTI PURIZAGA
Director Técnico Normativo (e)
LGM/.
� Sentencia del Tribunal Constitucional del 17.05.04. Expediente Nº 020-2003-AI/TC.





� Como señala RUBIO CORREA: “Desde el punto de vista de su vocación normativa, las normas puede clasificarse en imperativas y supletorias. La norma imperativa es aquella que debe ser necesariamente cumplida por los sujetos, sin que exista la posibilidad lógico-jurídica contraria.” (El subrayado es agregado). RUBIO CORREA, Marcial. El Sistema Jurídico, Décima Edición, Lima, Fondo Editorial de la PUCP, 2009, Pág. 99.


	





� “Artículo 12.- Requisitos para convocar a un proceso


(…)


Se podrán efectuar procesos cuya ejecución contractual s prolongue por más de un (1) ejercicio presupuestario, en cuyo caso deberá adoptarse la debida reserva presupuestaria en los ejercicios correspondientes, para garantizar el pago de las obligaciones”.





